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INFORME N.° 031-2022-GAP/JNE 

 

A  : Dr. Jorge Luis Salas Arenas 

   Presidente del Jurado Nacional de Elecciones 

 

Asunto : Solicitud de opinión institucional del JNE sobre el proyecto de ley N.° 

1069/2021-CR, el cual pretende incorporar entre las causales de 

suspensión de las autoridades regionales y municipales, el negarse, de 

manera reiterada, a entregar información a los congresistas de la 

República o a las comisiones del Congreso de la República, afectando 

su función de control político. 

 

Referencia : Oficio N.° 1021-2021-2022/CDRGLMGE-CR  

 

Fecha  : Lima, 25 de marzo de 2022 

 

 

Tengo el agrado de dirigirme a usted para saludarlo muy cordialmente y, a la vez, en atención 

a lo solicitado, informar lo siguiente: 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1 A través del oficio de la referencia, la Comisión de Descentralización, Regionalización, 

Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del Estado del Congreso de la 

República, solicitó al Jurado Nacional de Elecciones (JNE) una opinión institucional 

de este máximo organismo electoral, respecto del proyecto de ley N.° 1069/2021-CR, 

presentado por el congresista Luis Roberto Kamiche Morante integrante del Grupo 

Parlamentario Perú Libre, que propone incorporar entre las causales de suspensión 

de las autoridades regionales y municipales, el haberse negado, de manera reiterada, 

a entregarle información a los congresistas de la República, o a las comisiones del 

Congreso de la República, afectando así su función de control político. 

1.2 Al respecto, se solicitó a este Gabinete de Asesores emitir opinión a través de un 

informe, así como dar cuenta sobre el mismo a Presidencia. 

1.3 En atención a este pedido, cumplimos con remitir el presente informe. 

 

II. BASE NORMATIVA 

 

1. Constitución Política del Perú de 1993. 

2. Ley N.° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades (LOM). 

3. Ley N.° 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales (LOGR). 

4. Reglamento del Congreso de la República. 

 

III. SOBRE LO PLANTEADO EN EL PL 1069 
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El objetivo del proyecto de ley sería “fortalecer la efectividad de la función de control 

político [de los congresistas] a los gobiernos regionales y locales”. Específicamente, 

ello se lograría sancionando con la suspensión del cargo a las autoridades regionales 

y municipales que se nieguen, de forma reiterada, a entregarles información a los 

congresistas o a las comisiones del Congreso, en conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 96 de la Constitución.1 Para ello se modificarían la LOGR y la LOM, según el 

siguiente cuadro. 

 

Legislación vigente Proyecto de Ley 1069-2021-CR 

Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, Ley 27867 

Artículo 31 de la LOGR 

El cargo de Presidente, Vicepresidente y 

Consejero se suspende por: 

1. Incapacidad física o mental temporal, 

acreditada por el organismo competente y 

declarada por el Consejo Regional. 

2. Mandato firme de detención derivado de 

un proceso penal.  

3. Sentencia judicial condenatoria emitida 

en segunda instancia por delito doloso con 

pena privativa de la libertad.  

Artículo 31 de la LOGR 

El cargo de Presidente, Vicepresidente y 

Consejero se suspende por: 

1. Incapacidad física o mental temporal, 

acreditada por el organismo competente y 

declarada por el Consejo Regional. 

2. Mandato firme de detención derivado de 

un proceso penal.  

3. Sentencia judicial condenatoria emitida 

en segunda instancia por delito doloso con 

pena privativa de la libertad. 

4. Por negarse, de manera reiterada, a 

entregar información a los congresistas 

de la República o a las comisiones del 

Congreso de la República en el 

cumplimiento de la función de control 

político. 

Ley Orgánica de Municipalidades, Ley 27972 

Artículo 25 de la LOM 

El ejercicio del cargo de alcalde o regidor se 

suspende por acuerdo de consejo en los 

siguientes casos: 

Artículo 25 de la LOM 

El ejercicio del cargo de alcalde o regidor 

se suspende por acuerdo de consejo en 

los siguientes casos: 

 
1 Artículo 96.- Cualquier representante al Congreso puede pedir a los Ministros de Estado, al Jurado Nacional 
de Elecciones, al Contralor General, al Banco Central de Reserva, a la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, a los Gobiernos Regionales y Locales y a las instituciones 
que señala la ley, los informes que estime necesarios. 
     El pedido se hace por escrito y de acuerdo con el Reglamento del Congreso. La falta de respuesta da lugar a 
las responsabilidades de ley. 
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1. Por incapacidad física o mental temporal; 

2. Por licencia autorizada por el concejo 

municipal, por un período máximo de treinta 

(30) días naturales;  

3. Por el tiempo que dure el mandato de 

detención;  

4. Por sanción impuesta por falta grave de 

acuerdo al reglamento interno del concejo 

municipal.  

5. Por sentencia judicial condenatoria 

emitida en segunda instancia por delito 

doloso con pena privativa de la libertad. 

(...)  

1. Por incapacidad física o mental 

temporal; 

2. Por licencia autorizada por el concejo 

municipal, por un período máximo de 

treinta (30) días naturales;  

3. Por el tiempo que dure el mandato de 

detención;  

4. Por sanción impuesta por falta grave de 

acuerdo al reglamento interno del concejo 

municipal.  

5. Por sentencia judicial condenatoria 

emitida en segunda instancia por delito 

doloso con pena privativa de la libertad. 

6. Por negarse, de manera reiterada, a 

entregar información a los congresistas 

de la República o a las comisiones del 

Congreso de la República en el 

cumplimiento de la función de control 

político. 

(...) 

 

 

 

El proyecto es sustentado por una breve exposición de motivos, de seis páginas en 

total, incluyendo varios cuadros, tablas y la bibliografía. En ella, se hace referencia al 

artículo 96 de la Constitución y a su desarrollo en el artículo 22 del Reglamento del 

Congreso, y se indica que los congresistas muchas veces “solicitan informes a los 

gobiernos regionales o gobiernos locales sobre diferentes asuntos relacionados a la 

función de control político”, pero que, “en su mayoría, [las solicitudes] no son atendidas”. 

El detalle se ilustra en los siguientes dos cuadros: 
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Ante ello, continúa la exposición de motivos, no existe hasta el momento ningún tipo 

de sanción para las autoridades que incumplan con esta obligación. Ello pese a que 

el artículo 96 de la Constitución establece que “la falta de respuesta da lugar a las 

responsabilidades de ley”. Los propios gobiernos regionales y municipales, por su 

parte, tampoco incluyen el cumplimiento de la entrega de información a congresistas 

entre las conductas sancionables, según se explica en la exposición de motivos.  

Teniendo ya claro el contenido del proyecto, un primer punto que se puede advertir 

sobre este de lo argumentado en la exposición de motivos se advierte que, en efecto, 

hoy parece haber un problema de incumplimiento de respuestas a los pedidos de 

información que hacen los congresistas a las autoridades regionales y municipales. 

En ese sentido, el proponer alguna medida que busque desarrollar el artículo 96 de la 

Constitución para hacerlo más efectivo, tendría un claro fin legítimo en el marco 

constitucional.  

Sin embargo, cuando se pasa a analizar cuál debería ser la solución a este problema, 

este Gabinete considera que lo argumentado en la exposición de motivos del proyecto 

no justifica de forma adecuada que la suspensión sea la medida más idónea. No se 

ha argumentado porqué el incluir este supuesto como causal de suspensión tendría 

como efecto mejorar las tasas de respuesta. Sobre todo, considerando que la 

suspensión tendría que ser definida, en primera instancia, por el consejo regional o el 

concejo municipal, en el que normalmente tiene mayoría la organización política que 

ganó la elección y en cuya decisión estaría la citada declaratoria de suspensión. La 

propuesta no precisa cuándo se consideraría que el incumplimiento se ha dado “de 

manera reiterada”, ni cuánto tiempo duraría la eventual suspensión de la autoridad 

sancionada. Tampoco se ha incluido un análisis en el que se hayan descartado 
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medidas alternativas que hubiesen podido afectar menos el derecho de ser elegido, 

ni tampoco una explicación de cómo así es que esta medida pasaría el examen 

proporcional en sentido estricto. Finalmente, la exposición de motivos tampoco ha 

analizado si podrían generarse consecuencias no deseadas de la aprobación de esta 

ley, como por ejemplo, qué ocurriría si algún congresista pretende exigir con mérito 

en esta nueva regla, pedidos demasiado reiterados sin una justificación, o que no 

resulten razonables por otro motivo. 

Sobre la técnica legislativa para incluir la sanción, resulta también observable que se 

quiera incluir un supuesto adicional de suspensión en la LOGR y la LOM, referido 

directamente a un incumplimiento de entrega de información que haya sido solicitada 

por algún congresista, o por una Comisión del Congreso. En lugar de ello, en todo 

caso, sería más acorde a los principios de generalidad y abstracción con que deben 

cumplir las normas legales, el incluir una fórmula menos específica. Por ejemplo, si se 

determina que la suspensión es la sanción más adecuada, se podría prever que 

incumplir con obligaciones constitucionalmente exigibles ante otra entidad pública, 

como no responder un pedido de información del Congreso o no colaborar con la 

Defensoría del Pueblo,2 sea considerado como una falta grave. Y que las faltas graves 

den lugar a la suspensión. 

Por lo expuesto, este Gabinete considera que el proyecto de ley N.° 1069/2021-CR no 

ha sido motivado adecuadamente, por lo que no se considera viable. Cabe advertir 

también que, del análisis efectuado, es claro que no se ha superado el test de 

proporcionalidad para determinar su constitucionalidad. Además, su formula legislativa 

no cumple con ser general y abstracta, sino que plantea incluir como sanción solo el 

incumplimiento de información ante pedidos del Congreso, pero no se explica por qué 

no sería igualmente sancionable incumplir con otras obligaciones constitucionales ante 

otros organismos públicos, como no colaborar con la Defensoría del Pueblo. 

 

IV. CONCLUSIÓN 

 

5.1 Por los argumentos expuestos en este informe, este Gabinete de Asesores es de 

la opinión que el proyecto de ley N.° 1069/2021-CR no resulta viable, toda vez que 

no ha sido motivado adecuadamente sobre puntos fundamentales, respecto a ser 

idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto. Dicho análisis es necesario en 

tanto la medida que se propone implicaría limitar los derechos políticos de las 

autoridades que sean eventualmente sancionadas, con el objetivo de mejorar la 

tasa de respuesta de los gobiernos regionales y municipales a los pedidos de 

información que realizan los congresistas, o las comisiones del Congreso.  

 

Adicionalmente, la fórmula legislativa no precisa cuándo es que se consideraría 

que el incumplimiento se ha dado “de manera reiterada”, ni por cuánto tiempo sería 

la suspensión a la autoridad sancionada. Además, la fórmula que se emplea no 

 
2 Artículo 161.- La Defensoría del Pueblo es autónoma. Los órganos públicos están obligados a colaborar con 
la Defensoría del Pueblo cuando ésta lo requiere. (...). 
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justifica por qué la sanción solo aplicaría respecto de un incumplimiento para con 

el Congreso, y no para otros supuestos similares que pudieran involucrar a otras 

entidades públicas. 

 

 

Es todo cuanto tenemos que informar a usted. 

 

Atentamente, 

 

Firmado digitalmente 
Rosa María López Triveño 

Jefa del Gabinete de Asesores 
de la Presidencia (e) 

Jurado Nacional de Elecciones 
  

RMLT/JIAJ 


